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V
;Santiago, tres de mayo de dos mil seis.
Vistos:
Se instruyó la presente causa criminal Rol Nº 1.920-01 en el Décimo Sexto Juzgado del Crimen de esta ciudad para investigar la existencia de delitos, de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes contemplado en el artículo 22 Nº 1º de la Ley Nº 19.366 y de tráfico de estupefacientes previsto en el artículo 5º de esa ley, y para determinar la participación que en esos hechos le cupo a los procesados Edgar Lamin Ospina Arias, José Manuel Baeza Olivar, Daniel Antonio Ulloa Gatica, Ramón Alejandro Hernández Riquelme, Leonardo Antonio Gutiérrez González y Rubén Eduardo Cataldo Serey.
Por sentencia de primera instancia fueron condenados: Edgar Lamin Ospina Arias, José Manuel Baeza Olivar y Daniel Antonio Ulloa Gatica como co-autores del delito de asociación ilícita, cada uno, a la pena de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio; Ramón Alejandro Hernández Riquelme y Roberto Angel Rinaldi Acosta, como co-autores del delito de asociación ilícita, cada uno, a la pena de cinco años y un día de presidio mayor en su grado medio (corresponde a mínimo); y a todos ellos, más Leonardo Antonio Gutiérrez González y Rubén Eduardo Cataldo Serey, como co-autores del delito de tráfico de estupefacientes (heroína), a cada uno, a la pena de seis años de presidio mayor en su grado mínimo, imponiéndose además, a todos los sentenciados la pena accesoria de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, pena de multa de cincuenta unidades tributarias mensuales a beneficio fiscal y pago de las costas.
Apelada esta sentencia, una Sala de la Corte de Apelaciones de S antiago, la confirma sin modificaciones.
En contra de esta sentencia se deducen sendos recursos de casación en el fondo por los sentenciados José Manuel Baeza Olivar (fs.1772), Rubén Cataldo Serey (fojas. 1779), Ramón Hernández Riquelme (fojas. 1784), Edgar Lamin Ospina Arias (fojas. 1796) y Daniel Antonio Ulloa Gatica (fojas.1803), siendo declarados inadmisibles los tres primeros otorgándose tramitación a los presentados por la defensa de los dos últimos sentenciados, Ospina Arias y Ulloa Gatica.
Los recursos de los procesados Ospina Arias y Ulloa Gatica, son del mismo tenor, ambos presentados por el mismo abogado, don Manuel Alejandro Tejos Canales.
Con lo relacionado y considerando:
1. - Que, los recurrentes Ospina Arias y Ulloa Gatica, fundamentan el recurso de casación en el fondo que deducen, en la causal establecida en el artículo 546 Nº 1º del Código de Procedimiento Penal, porque a su parecer se habría infringido la norma del artículo 75 del Código Penal, disposición que derechamente no fue aplicada para la determinación del castigo corporal que correspondía, imponiéndose dos penas en lugar de una.
Añaden, que la causal invocada dice relación con el hecho que en la sentencia, aunque se califique el delito conforme a la ley, se impone una pena más o menos grave que la designada en ella, incurriendo en error de derecho, ya sea al determinar la participación que le ha cabido al condenado en el delito, ya al calificar los hechos que constituyen agravantes, atenuantes o eximentes de su responsabilidad, ya, por fin, al fijar la naturaleza y el grado de la pena.
Agregan, que a virtud de la infracción del artículo 75 del Código en referencia, se impuso una pena más grave que la que correspondía aplicar, condenándose a Ospina Arias y Ulloa Gatica a dos penas a cada uno, 10 años y un día de presidio mayor en su grado medio como co-autores del delito de asociación ilícita previsto y sancionado en el inciso 1º del artículo 22 de la Ley Nº 19.366 y la pena de 6 años, también de presidio mayor, esta vez en su grado mínimo, como co-autores del delito de tráfico de sustancias estupefacientes previsto y sancionado en el artículo 1º, en relación con el artículo 5º, ambos de la misma ley;
2. - Que, la defensa argumentando a favor de su solicitud, expone que la nor mativa legal infringida es elartículo 75 del Código Penal, que prescribe:
La disposición del artículo anterior no es aplicable en el caso de que un solo hecho constituya dos o más delitos, o cuando uno de ellos sea el medio necesario para cometer el otro.
En estos casos sólo se impondrá la pena mayor asignada al delito más grave. Si dicha pena fuere la de muerte, podrá imponerse, en vez de ella, la de presidio perpetuo.
Continúa expresando, que la asociación ilícita que se atribuye a los sentenciados Ospina Arias y Ulloa Gatica, no es más que el medio utilizado para cometer el ilícito de tráfico, existiendo un concurso material de delitos, circunstancia que ameritaba que se aplicara por los sentenciadores la pena mayor asignada al delito más grave, que en este caso es el de tráfico ilícito de sustancias estupefacientes porque trae aparejada una multa de 50 unidades tributarias mensuales, que constituye una pena accesoria que, de no cancelarse, es sustituida con una reclusión de hasta seis meses.
Añade esta parte, que deben aplicarse las normas penales que se refieren al concurso ideal de delitos, que según la doctrina tiene lugar cuando existe un solo hecho que tiene la virtud de realizar simultáneamente las exigencias de dos o más tipos delictivos o la de un mismo tipo delictivo varias veces, situación en la que debe aplicarse el artículo 75 del Código Penal, de acuerdo al cual, este concurso ideal se castiga de acuerdo al sistema de la absorción de penas, esto es, imponiendo la pena mayor asignada al delito más grave, que repite una vez mas, el de tráfico de estupefacientes.
Agrega, que la infracción se produjo al estimar el Tribunal que estaba en presencia de dos delitos independientes y que debían sancionarse con las penas que sobre el particular enseña la Ley Nº 19.366, no reparando que el delito de asociación era el medio para la comisión del tráfico, y que frente a dicho concurso existía una norma de fondo (art. 75) que regulaba la materia, la que dejó de aplicarse produciéndose la infracción reclamada.
El fallo confirmatorio de la Corte de Apelaciones, al estimar que debía sancionarse por dos delitos, omitiendo aplicar el artículo 75 del Código Penal, incurre en infracción imponiendo una pena total de 16 años cuando en rigor debió haberlo hecho por presidio mayor en grado mínimo;
3. - Que, en la presente causa es parte el Fisco de Chile, que es representado por el Consejo de Defensa del Estado, que interviene en estrados manifestando que el recurso de casación en el fondo interpuesto se refiere sólo a que existió error de derecho respecto de la forma o procedimiento de aplicación de la pena, advirtiendo que los hechos establecidos en la sentencia no han sido discutidos, que hay dos delitos independientes entre sí, uno de asociación ilícita y otro de tráfico de estupefacientes, en concurso real, pidiendo el rechazo de las pretensiones de la recurrente, manifestando que se ha aplicado la pena como correspondía, de acuerdo al artículo 74 del Código Penal, debido a que en definitiva no hay concurso medial;
4. - Que, en la sentencia de primera instancia, confirmada por la de segundo grado, se establece la existencia del delito de asociación ilícita para el tráfico de drogas (heroína) previsto y sancionado en los números 1º y 2º del artículo 22 de la Ley Nº 16.366, por haberse comprobado que en los hechos se dan todas las exigencias de ese tipo penal, por cuanto se ha acreditado la existencia de una asociación u organización destinada a promover y facilitar la comisión del delito del artículo 5º de la ley, evidenciándose la presencia de una jefatura y estructura entre sus componentes, existiendo financistas, ejecutores y otros colaboradores en la organización, y el delito de tráfico ilegal de estupefacientes (heroína) previsto y sancionado en los artículos 5º y 1º de la ley, ilícito este que se cometió por medio del transporte de importantes cantidades de heroína desde Tacna en Perú al país;
5. - Que, establecidos los fundamentos en que los recurrentes sostienen el recurso de casación en el fondo en examen, es preciso determinar si los sentenciadores de segunda instancia cometieron infracción de ley en el pronunciamiento de la sentencia impugnada y si esa infracción influyó substancialmente en lo dispositivo de la sentencia;
6. - Que, en lo pertinente, de la causal que se invoca, Nº 1º del artículo 546 del Código de Procedimiento Penal, es preciso establecer si hubo error de derecho al fijar la naturaleza y grado de la pena que correspondía aplicar a los representados del recurren te, haciéndose necesario determinar primero que delitos han sido considerados en la sentencia y por los cuales se les impone un castigo corporal;
7. - Que, del examen de la sentencia de primer grado, confirmada sin modificaciones por la de segundo, fluye que los ilícitos son un delito de asociación ilícita contemplado en el artículo 22 de la Ley Nº 19.366, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y un delito de tráfico ilícito de sustancias de esa clase, contemplado en el artículo 5º de la ley y sancionado en el artículo 1º de ella;
8. - Que, en estas condiciones y como lo expresa el recurrente, sus representados son responsables, cada uno, de dos delitos, aquellos consignados en el considerando anterior, situación que hace necesario, para efectos de establecer cual es la penalidad aplicable, determinar cual es la situación de aquellos, si provienen de pluralidad de conductas que corresponden a una pluralidad de delitos, de pluralidad de conductas que integran en conjunto un solo delito y de unidad de hecho que corresponde a pluralidad de delitos, en el primer caso estamos frente al concurso real, en que un mismo sujeto ha realizado dos o más conductas independientes cada una de las cuales es un hecho que da origen a responsabilidad penal, sin que haya recaído sentencia condenatoria sobre ninguno de ellos, en el segundo caso, la pluralidad de conductas integran un solo delito, situación que escapa a la problemática de la pluralidad de delitos, y el tercer caso, es aquel de la unidad del hecho que corresponde a pluralidad de delitos, surgiendo el concurso ideal, esto es, cuando un solo hecho infringe diversos preceptos penales;
9. - Que, la situación producida en autos es la de la pluralidad de conductas y que corresponden a una pluralidad de delitos, un típico concurso real, pero por influencia de la normativa penal establecida para la determinación de la penalidad en el Código Penal, en los casos de concurso real y concurso ideal, no obstante que se trata de dos delitos claramente tipificados, para efectos de su penalidad, se considerarán los delitos de este proceso en concurso ideal impropio, esto es, uno de los delitos, el de asociación ilícita, ha sido el medio necesario para cometer el delito de tráfico de sustancias estupefacientes, produciéndose uno de los casos de excepción al artículo 74 del Código Penal que conte mpla el artículo 75 del mismo cuerpo legal, siendo la conexión de uno y otro la circunstancia o hecho que le da ficticiamente la condición de delitos en concurso ideal;
10. - Que, por estas condiciones, en virtud de la naturaleza de los delitos cometidos, asociación ilícita para el tráfico y el delito de tráfico propiamente tal, deben ser sancionados conforme a la penalidad que establece el artículo 75 en referencia, e imponerse a los sentenciados Ospina Arias y Ulloa Gatica, la pena mayor asignada al delito más grave, que es la de la asociación ilícita, de presidio mayor en su grado medio, frente a la pena del tráfico, de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, atendida la circunstancia que ambos sentenciados son responsables de asociación ilícita en el carácter de sujetos que han ejercido mando en la organización y aportado capital, debiendo entonces, imponerse a estos, la pena de presidio mayor en su grado medio, en el mínimum por favorecerle la atenuante de irreprochable conducta anterior y no concurrir en su desmedro agravante alguna, situación que la sentencia impugnada no consideró;
11. Que, lo razonado deja en evidencia que los sentenciadores de segundo grado, infringieron la norma citada, infracción que influyó substancialmente en lo dispositivo del fallo, al imponerse en definitiva a estos procesados dos penas a cada uno, que además, en conjunto, exceden la cuantía de la que les habría correspondido de aplicarse ella debidamente;
12. - Que, en la misma situación de los recurrentes Ospina Arias y Ulloa Gatica, se encuentran los sentenciados José Manuel Baeza Olivar, Ramón Alejandro Hernández Riquelme y Roberto Angel Rinaldi Acosta, siéndoles aplicables los motivos alegados por su defensa para declarar la casación.
En el caso de Baeza Olivar, quien es también responsable de los delitos de asociación ilícita en el carácter de sujeto que ha ejercido mando, y de tráfico de sustancias estupefacientes, corresponde que se le imponga la pena mayor asignada al delito mas grave, que es el primero, de presidio mayor en su grado medio, que el tribunal podrá recorrer en toda su extensión por no concurrir a su respecto circunstancias modificatorias de la responsabilidad, y en la situación de Hernández Riquelme y Rinaldi Acosta, que son autores del delito de asociación ilícita, en el car ácter de sujetos que colaboraron con la organización y que no ejercieron mando ni aportaron capital, la penalidad es la de presidio mayor en su grado mínimo, siendo en este evento la pena del tráfico, de presidio mayor en sus grados mínimos a medio la mas grave, y la que por ello deberá imponerse, considerándose que a ambos les favorece una atenuante y no le perjudican agravantes, sanción que debería aplicárseles en el tramo inferior;
13. - Que, con lo dicho en los considerandos anteriores ha quedado en evidencia la existencia del error de derecho que reclama la recurrente y como aquél ha influido substancialmente en lo dispositivo del fallo, resultando la aplicación de castigos corporales conjuntamente considerados de cuantía mayor, situación que también afecta a otros procesados ya nombrados que no han recurrido, pero que respecto de ellos corresponde aplicar la norma del inciso 2º del artículo 548 del Código del Ramo, y a quienes les afecta la misma situación y les resultan aplicables los motivos alegados para declarar la casación de la sentencia.
Por estas consideraciones, disposiciones citadas y lo dispuesto en los artículos 535 y 547 del Código de Procedimiento Penal, se acoge el recurso de casación en el fondo deducido por el abogado don Manuel Alejandro Tejos Canales en representación de Edgar Lamin Ospina Arias y Daniel Antonio Ulloa Gatica, en contra de la sentencia de treinta y uno de mayo de dos mil cinco, que se lee a fojas 1770 y 1771, la cual se anula en la parte que refiere el recurrente y también en aquella que afecta a los sentenciados José Manuel Baeza Olivar, Ramón Alejandro Hernández Riquelme y Roberto Angel Rinaldi Acosta, y se remplaza por la que se dicta a continuación sin previa vista:
Regístrese y devuélvase
Redacción del Ministro Sr. Rubén Ballesteros C.
Rol Nº 3.406-05.
Pronunciado por la Segunda Sala integrada por los Ministros Sres. Alberto Chaigneau del C., Enrique Cury U., Nibaldo Segura P., Jaime Rodríguez E., Rubén Ballesteros C. No firma el Ministro Sr. Chaigneau, no obstante haber estado en la vista de la causa y acuerdo del fallo, por estar con feriado legal.
dAutorizada por la Secretaria Subrogante de esta Corte Suprema doña Carola Herrera Brummer.
Santiago, tres de mayo de dos mil seis.
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 785 del Código de Procedimiento Civil, aplicable en la especie conforme lo previsto en el artículo 535 del Código de Procedimiento Penal, se dicta la siguiente sentencia de reemplazo:
Vistos:
Se reproduce la sentencia de alzada, y se tiene también presente:
1. - Que, como consta de la sentencia de primera instancia, se ha acreditado la existencia de dos delitos, uno de asociación ilícita para el tráfico, previsto y sancionado en el artículo 22 de la Ley Nº 19.366 y de tráfico de sustancias estupefacientes previsto en el artículo 5º y castigado en el artículo 1º, ambos de la misma ley, habiéndose establecido que son responsables en calidad de co-autores los procesados Edgar Lamin Ospina Arias, José Manuel Baeza olivar, Daniel Antonio Ulloa Gatica, Ramón Alejandro Hernández Riquelme y Roberto Angel Rinaldi Acosta.
También son condenados Leonardo Antonio Gutiérrez González y Rubén Eduardo Cataldo Serey, en calidad de co-autores del delito de tráfico de sustancias estupefacientes, de manera que no serán considerados en este fallo, rigiendo para ellos las penas dispuestas en las sentencias impugnadas;
2. - Que, en estas condiciones, por tratarse en cada caso, de procesados responsables de una pluralidad de delitos en concurso real, y que no obstante de tratarse de delitos claramente tipificados y distintos, para efectos de su penalidad se deben considerar en concurso ideal impropio conforme al artículo 75 delCódigo Penal, siendo uno de ellos el medio necesario para cometer el otro, produciéndose uno de los casos de excepción a la forma de penalidad que estatuye el artículo 74 del mismo texto legal;
3. - Que, respecto de los procesados Ospina Arias, Baeza Olivar y Ullo a Gatica, que son responsables de un delito de asociación ilícita, en el carácter de sujetos que ejercieron el mando o aportaron capital a la organización y de un delito de tráfico de sustancias estupefacientes, se les regulará la pena conforme a la disposición ya citada, esto es, imponiéndoseles la pena mayor asignada al delito mas grave, que es el de asociación ilícita sancionado con pena de presidio mayor en su grado medio, respecto del de tráfico que se inicia con presidio mayor en su grado mínimo y no supera el tramo intermedio.
Atendida la circunstancia que a Ospina Arias y Ulloa Gatica les favorecen la atenuante de irreprochable conducta anterior y que no les perjudican agravantes, se les impondrá la pena referida en el mínimum del grado, en cambio, respecto de Baeza Olivar, por no concurrir en su favor atenuante alguna ni perjudicarle agravantes de la responsabilidad criminal, el tribunal queda autorizado para recorrer el grado medio del presidio mayor, en toda su extensión;
4. - Que, respecto de los procesados Hernández Riquelme y Rinaldi Acosta, que son co-autores de ambos delitos, de asociación ilícita para el tráfico, esta vez en carácter de sujetos que colaboraron con la organización, que no ejercieron mando ni aportaron capital, se les impondrá la pena correspondiente al delito de tráfico de sustancias estupefacientes que es el de pena mayor asignada, de presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa, frente al delito de asociación ilícita, por la especial intervención de los procesados, que tiene asignada pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, sin multa, siendo el tráfico en este evento el delito más grave.
Por estas consideraciones, y visto además lo dispuesto en los artículos 50, 68 y 75 del Código Penal, 1º, 5º y 22 de la Ley Nº 19.366, de 1995, y 548 del Código de Procedimiento Penal, se revoca la sentencia de alzada de diecinueve de Enero de dos mil cuatro, escrita a fojas. 1585 y 1632, en cuanto en sus RESUELVOS II, III y IV condena a Edgar Lamin Ospina Arias, José Manuel Baeza Olivares y Daniel Antonio Ulloa Gatica a las penas de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio, como co-autores del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, y a la pena seis años de presidio mayor en su grado mínimo como co-autores del delito de tráfico de sustancias estupefacientes; y, a los procesados Ramón Alejandro Hernández Riquelme y Roberto Angel Rinaldi Acosta a la pena de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo, como co-autores del delito de asociación ilícita para el tráfico y de seis años de presidio mayor en su grado mínimo, como co-autores del delito de tráfico de sustancias estupefacientes, y en su lugar se declara: que se confirma la referida sentencia, con las siguientes declaraciones:
5. - Que, los procesados Edgar Lamin Ospina Arias y Daniel Antonio Ulloa Gatica, quedan condenados como co-autores de los delitos de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes a que se refiere elartículo 22 de la Ley Nº 19.366, de 1995, y de tráfico de sustancias estupefacientes previsto en el artículo 5º de la misma ley, a cada uno, a la pena única de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio, y el procesado José Manuel Baeza Olivar, queda condenado, como co-autor de los mismos delitos, a la pena única de doce años y ciento ochenta y dos días de presidio mayor en su grado medio, quedando estos procesados, además, sujetos a las penas accesorias y de multa dispuestas en los APARTADOS RESOLUTIVOS II y VI;
6. - Que, se condena a los procesados Ramón Alejandro Hernández Riquelme y Roberto Angel Rinaldi Acosta, como co-autores de los delitos de asociación ilícita para el tráfico de sustancias estupefacientes contemplado en el artículo 22 de la Ley Nº 19.366, de 1995, y de tráfico ilícito de sustancias estupefacientes previsto en el artículo 5º de esta ley, a cada uno, a la pena única de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo, además de las accesorias y de multa impuestas conforme se lee de los RESUELVOS III y VI.
Regístrese y devuélvase.
Redacción del Ministro Sr. Rubén Ballesteros C.
Rol Nº 3.406-05.
Pronunciado por la Segunda Sala integrada por los Ministros Sres. Alberto Chaigneau del C., Enrique Cury U., Nibaldo Segura P., Jaime Rodríguez E., Rubén Ballesteros C. No firma el Ministro Sr. Chaigneau, no obstante haber estado en la vista de la causa y acuerdo del fallo, por estar con feria do legal.
Autorizada por la Secretaria Subrogante de esta Corte Suprema doña Carola Herrera Brummer.
